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Igualdad de derechos y 
desigualdad de oportunidades: 
ciudadanía, derechos sociales 
y género en América Latina 

Laura C. Pautassí" 

Introducción 

El debate en torno al concepto de 'ciudadanía' en América Latina ocupa el centro 

del escenario en el momento mismo en que la participación política parece haber 

perdido todo ímpetu. Las razones de ello son claras: profundas transformaciones 

económicas, procesos de ajuste y reforma estructural, desmantelamiento de los sis­

temas de protección social, debilitamiento de los actores sociales, aumento sosteni­
do del desempleo y de la 'precarízacíon' laboral, crecimiento de la exclusión y frag­

mentación social. 

La profundidad y rapidez de los cambios acontecidos en los últimos diez años 

en los países latinoamericanos -especíalmente en los del Cono Sur- contrasta con la 

falta de un marco teórico que ayude a comprender el sentido de las reformas estruc­

turales, ya sea en relación con el desempeño económico como con el nuevo rol del 

Estado. En consecuencia, suele utilizarse la noción de ciudadanía casi como una ex­

presión de sentido común, cuando su contenido no siempre está exento de contro­

versias, mucho más si se tienen en cuenta las diferencias de los grupos sociales es­

pecíficos. Es por ello que América Latina ofrece un particular campo de análisis de 
los efectos de la escasa consideración de los derechos de ciudadanía en general, y en 

particular, de una falta de abordaje desde una perspectiva de género. 

Los efectos de estos procesos -en términos de aumento de la desigualdad social, 

concentración del ingreso por un lado y aumento de la pobreza por el otro- afectan 

tanto a hombres como a mujeres, la diferencia radica en que no lo hacen de forma 

equitativa. En consecuencia, no siempre resulta sencillo separar el impacto de los 

cambios acontecidos acerca de las mujeres. El presupuesto de partida del presente tra­
bajo consiste en 'resaltar la necesidad e importancia de considerar la variable género 
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en el análisis de los procesos sociales’, pero no solamente desde un enfoque teórico-
analítico, sino precisamente en materia de implementación de políticas y ampliación
de derechos, especialmente en contextos de ajuste estructural y de reforma de las ins-
tituciones de política social como los que estamos viviendo en América Latina.

El énfasis está puesto en el desarrollo de los derechos de ciudadanía de las mu-
jeres y la situación actual en términos de su alcance efectivo. Habida cuenta de lo
anterior, comienzo el trabajo con una descripción del desarrollo histórico de la ciu-
dadanía y la situación de la mujer frente a los denominados ‘derechos sociales’. En
segundo lugar, y con el fin de ganar claridad conceptual, analizo la importancia de
la consideración política del concepto de género, especialmente en contextos de re-
forma y ajuste estructural. Finalmente, presento algunas apreciaciones con respec-
to a la relación entre derechos sociales y los nuevos términos del debate en materia
de ciudadanía para las mujeres en América Latina, a la luz de las reformas efectiva-
mente implementadas y el nuevo rol del Estado.

La ciudadanía de las mujeres y los derechos sociales

La ciudadanía es tan antigua como la existencia de la comunidad humana. Define
a quienes son considerados miembros de la sociedad y a quienes no lo son. La ciu-
dadanía se describe por la participación de los miembros de la comunidad. Dife-
rentes tipos de comunidades políticas presentan diversas formas de ciudadanía.

Así, los análisis que se remontan a la antigüedad, señalan que la ciudadanía es
la ‘invención griega de la política’, por la cual se identificó una esfera autónoma,
una construcción social que se encontraba asociada con la ‘pertenencia a una co-
munidad política’ en particular, pero también definía la ‘identidad social’ de una
persona como miembro de dicha comunidad, diferenciándola de este modo, de su
familia, clan o tribu. Es decir que la ciudadanía no solo se refería a los grupos ‘na-
turales’ como la familia o el clan, sino que establecía la organización política del
grupo social (Preuss 1996: 535).

Queda claro que la ciudadanía es una institución genuinamente occidental y
masculina. En el desarrollo de la ‘ciudad’ -desde la polis griega hasta las ciudades
medievales- la ciudadanía se caracterizaba por ciertos deberes y derechos que iban
más allá de la pertenencia a determinado estamento, clan o familia y estaba reser-
vada sólo para los hombres.

El ‘ayuntamiento urbano’ es un fenómeno medieval que también se extendió
plenamente sólo en Occidente, ya que en Oriente -salvo aisladas excepciones- no
conocieron un derecho material o procesal que vinculara a los habitantes como ta-
les; tampoco se conocieron tribunales autónomos. En realidad, sólo el Occidente
conoció una estructura jurídica, y “sobre todo lo más importante, el carácter aso-
ciativo de la ciudad, y el concepto de ‘ciudadano’ en oposición al de ‘rústico’ ” (We-
ber 1992: 949 – 950).
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La ciudadanía, cualquiera sea su forma desde la antigüedad hasta el presente,
posee una serie de atributos comunes. Siempre ha significado una cierta reciproci-
dad de ‘derechos frente’ y de ‘deberes hacia’ la comunidad. La ciudadanía ha impli-
cado pertenencia a una comunidad en la que cada individuo desarrolla su vida. Di-
cha pertenencia ha implicado diversos grados de participación. La cuestión de
quién debería participar y en qué ámbito es un interrogante tan viejo como el pro-
pio mundo antiguo (Held 1997: 55)1.

Posteriormente, se desarrollan una serie de argumentos acerca de las variacio-
nes políticas de las democracias capitalistas industriales, basan su análisis en la ‘fuer-
za de las organizaciones obreras en la lucha política de clase’. A su vez, se explican
el aumento de las intervenciones socioeconómicas públicas durante el siglo XX, en
términos de la capacidad de la clase obrera industrial para luchar por sus reivindi-
caciones frente a los intereses de las clases capitalistas2.

Estas conquistas quedan expresadas en los modernos Estados de Bienestar, y
en el origen y desarrollo de los derechos sociales. Así, el análisis clásico3, situado en
Inglaterra de los años cuarenta, distingue tres formas de ‘ciudadanía’ en los Estados
modernos:

- Ciudadanía civil

Comprende los llamados ‘derechos civiles’, es decir, los elementos necesarios pa-
ra asegurar las libertades del individuo: de expresión, de profesar una religión,
el derecho a la propiedad y a ser juzgado por la ley, etc. La ‘institución’ más di-
rectamente relacionada con la ciudadanía civil es la ‘administración de justicia’.

- Ciudadanía política

Incluye los ‘derechos políticos’, que comprenden un doble aspecto: el derecho
a participar en el ejercicio del poder político (derecho al sufragio) como tam-
bién el derecho a ser elegido para el desempeño de un cargo público. Las ins-
tituciones que se encuentran más cercanas a este derecho son el ‘Parlamento’
y las demás ‘instituciones representativas’.
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1 Los elementos fundamentales del status de ciudadanía no han cambiado significativamente en la historia de
Occidente. Las modalidades a través de las cuales ha actuado la definición de la pertenencia a una comuni-
dad y las jerarquías que dicha pertenencia establece, se han transformado varias veces.

2 Son numerosos los estudios que fundamentan lo señalado, así los trabajos de Offe (1995), Offe y Preuss
(1991), Esping Andersen (1990), Weir y Skocpol (1993), Przeworski (1991), Titmuss (1974), entre otros.

3 Se trata del célebre trabajo de T. H. Marshall: Ciudadanía y clase social, escrito en 1949. Constituye ‘el’ tratado
clásico que profundiza en la relación entre clase social y ciudadanía, el capitalismo y la democracia. Marshall
señala que “nuestras sociedades actuales, asumen que la ciudadanía se ha constituido, en ciertos aspectos, en el
arquitecto de las desigualdades sociales legitimadas” (Marshall y Bottomore 1996: 7-10).



- Ciudadanía social

Se refiere a los llamados ‘derechos económicos o sociales’, que consisten en el
derecho a gozar de cierto nivel mínimo de vida, de bienestar y de seguridad
económica, definido a partir de los estándares prevalecientes en cada sociedad.
Las instituciones que más se relacionan con la ciudadanía social, de acuerdo
con este enfoque, son el ‘sistema educativo y el de seguridad social’.

Según esta misma interpretación, el desarrollo de los derechos de ciudadanía se pro-
dujo en ‘forma evolutiva’, cada uno de ellos sirvió como base para la expansión de
los otros. De este modo, correspondería al siglo XVIII la lucha por la ciudadanía
civil. El siglo XIX se caracterizó por la lucha en torno a los derechos políticos y fi-
nalmente el siglo XX, por la extensión de los derechos económicos y sociales4.

Resulta claro que para esta corriente, la ‘ciudadanía es la plena pertenencia a
una comunidad’, en donde ‘pertenencia’ implica participación de los individuos en
la determinación de sus condiciones de asociación. La ciudadanía es el estatus que
garantiza a las personas iguales derechos y deberes, libertades, restricciones, pode-
res y responsabilidades. Esta corriente incorpora allí la idea de ‘la ciudadanía como
ideal igualitario’, se contrapone con ello a la ‘clase social’, en tanto ésta es un siste-
ma de desigualdades basado en la propiedad, la educación y la estructura económi-
ca nacional (Marshall 1996: 18-19).

En relación con los derechos económicos o sociales, el primero que se recono-
ció fue el ‘derecho al trabajo’, es decir, el derecho a elegir una ocupación en deter-
minado lugar elegido por la persona, y en cualquier rama de actividad, que legíti-
mamente demande capacidades técnicas. El reconocimiento del trabajo como de-
recho, además de tener implicancias jurídicas concretas, significó a su vez la acep-
tación formal de un cambio fundamental de actitudes. En palabras de Marshall “el
derecho civil básico es el derecho al trabajo”, o desde otro punto de vista, “la pri-
mera expresión histórica del derecho social” (Ewald 1986: 437).

Es decir que se puede considerar a la ciudadanía como un producto de la po-
lítica moderna, pero es a su vez, una consecuencia sociopolítica de las Revoluciones
Francesa e Industrial. El término ‘ciudadanía’ comprende, en su plenitud, la salida
de una sociedad feudal y esclavista y el ingreso a una de tipo capitalista. Está cons-
truida al mismo tiempo, por la ‘modernidad’ y como consecuencia del proceso de
‘modernización’. La ciudadanía como institución, presupone que todos los cambios
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4 Marshall (1996: 6) asocia un tipo especial de ‘igualdad humana fundamental’ (basic human equality) con el
concepto de ‘miembro pleno de una comunidad’, lo cual no implica que la ciudadanía elimine las desigualda-
des de los diferentes niveles económicos en la sociedad. En palabras de Marshall “la iniquidad del sistema de
clases sociales se vuelve relativamente aceptable a partir del reconocimiento de la igualdad implícito en la ciu-
dadanía”. El autor no identifica la vida de un ‘señor’ (gentleman) con el status de ciudadano, sino que expresa
en términos legales lo que cada ser humano debería tener asegurado. Asimismo, identifica al Estado de Bienes-
tar como el garante de los derechos del ciudadano/a y de su efectiva participación en los beneficios sociales.



que se han dado en las sociedades tradicionales, llámense ‘urbanización’, ‘seculari-
zación’, ‘industrialización’ y ‘modernización de la cultura’, le han dotado de existen-
cia y consistencia.

Varios autores formularon observaciones a la propuesta de Marshall (Giddens
1982: 170)5. En primer lugar, porque el desarrollo de los derechos de ciudadanía
no es asimilable a una suerte de ‘evolución natural’, como si fuera algo que se des-
plegara a través de fases y de conformidad con una lógica inmanente. En segundo
lugar, porque tampoco puede pensarse a los derechos de ciudadanía como mecanis-
mos de contrapeso de los conflictos de clase. Por el contrario, se presentan como
eje de dichos conflictos. El problema central, para avanzar en materia de derechos
sociales, radica en que éstos dependen fundamentalmente de la esfera del trabajo.

En todo caso, del desarrollo realizado, esquemático por cierto, quedará claro
que la ‘ciudadanía’ debe ser colocada en un contexto de ‘alta problematización’. Las
instituciones de la ciudadanía ofrecen la posibilidad de una solución racional a los
problemas del capitalismo, pero existe una incompatibilidad fundamental entre los
‘títulos de derecho’ (entitlements) de la ciudadanía democrática y los requerimien-
tos económicos de las sociedades modernas. Esta tensión se refleja en la relación
existente entre derechos y obligaciones6.

Por ello resulta fundamental no confundir a la ciudadanía con prácticas con-
cretas, ya se trate del ejercicio del derecho al sufragio, de las políticas sociales del
Estado de Bienestar o de cualquier otra política específica. Si bien estas políticas o
prácticas constituyeron históricamente el eje de las luchas por lograr esferas de in-
clusión, desde una perspectiva analítica, la ciudadanía constituye la expresión his-
tórica de reclamos normativos que se han traducido en los Derechos Civiles, Polí-
ticos y Sociales.

Los Derechos Sociales, por su parte, en tanto categorías ‘jurídico-constitucio-
nales’, han suscitado una constante polémica doctrinal con respecto a su naturale-
za y sus posibilidades de realización, aun en los momentos de mayor auge de esta
modalidad jurídico-política. El debate se ha polarizado entre quienes, por un lado,
niegan a este tipo de derechos el carácter de fundamentales y su categoría de nor-
mas jurídicas (a los principios que estos proclaman), caracterizándolos como meras
declaraciones de buena voluntad, de compromiso político por parte de los Estados.
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5 La principal crítica de Giddens a la teoría de Marshall, consiste en su apreciación en torno a que éste consi-
dera que las desigualdades de clase serían disueltas mediante el avance de los derechos de ciudadanía, perspec-
tiva equivocada que afecta también aquellos análisis que sostienen que la evolución de los derechos ciudada-
nos lleva a la disolución de los conflictos de clase, o más allá, de las clases sociales. Por el contrario, Giddens
entiende que el conflicto de clase ha sido y sigue siendo el medio de la ampliación de los derechos ciudada-
nos y la base de creación de una economía autónoma, de la poliarquía (el gobierno de muchos) y del Estado
de Bienestar.

6 Habermas (1994: 32) señala que en el caso europeo actual, la ciudadanía ha quedado muy lejos de ser una lu-
cha de clases, sino que es el producto de otro tipo de fenómenos como las migraciones, las guerras, el desem-
pleo, que sitúan la discusión con relación a los alcances de la inclusión de nuevos grupos y el impacto dentro de
la movilidad social. Habermas enfatiza que esta situación no es ajena al conflicto, lo que ha cambiado su tenor.



En el extremo, se encuentran quienes los consideran una suerte de fraude político
o engaño ideológico.

Por otro lado, se reivindica lo fundamental de tales derechos, es decir, su ca-
rácter de básicos e innegociables, presentes en normas constitucionales vinculantes
y no meramente programáticas y que generan para los Estados, obligaciones que
son exigibles judicialmente. Es decir que constituyen una obligación jurídica y no
una mera manifestación de buena voluntad política, con prerrogativas para los par-
ticulares y obligaciones para el Estado.

El significado mismo de los derechos sociales, al igual que de cualquier dere-
cho, no se puede captar de forma adecuada, sin prestar cuidadosa atención a la ga-
ma de preocupaciones y presiones que les dieron origen. Como se pudo compro-
bar a partir del análisis histórico realizado, los derechos sociales se han desarrollado
ligados a los presupuestos que configuraron el Estado de Bienestar. A su vez, en la
tan denunciada crisis de este tipo de arreglo institucional, incide directamente el
cuestionamiento de dicha categoría de derechos.

Antes de abordar el debate actual en relación con la ciudadanía, que es la dis-
tinción entre el contenido del derecho de la ciudadanía y el modo de acceso a ese
derecho y su efectividad, existe un cuestionamiento central. Este punto ha genera-
do serias controversias y dificultades operativas, las cuales adquieren una dimensión
mayor cuando se considera el ejercicio de este derecho por parte de las mujeres. A
continuación, analizo la evolución histórica de la relación de las mujeres y sus de-
rechos en los modernos Estados de Bienestar.

Estados de Bienestar y derechos de la mujer7

En las primeras etapas del desarrollo de los seguros sociales europeos, las mujeres
aún no tenían acceso a los derechos de la ciudadanía ‘política’, al tiempo que regis-
traban escasa representación en el mercado de trabajo, donde sus salarios eran infe-
riores a los de los hombres. Por lo tanto, ni siquiera se las consideraba como poten-
ciales beneficiarias de derechos sociales, salvo para prestaciones centradas en torno
a la pobreza, discapacidad y maternidad. Si bien el concepto de igualdad de dere-
chos para individuos de distinto sexo es antiguo, recién a comienzos de este siglo se
tradujo jurídicamente.

A comienzos del siglo XX, el principio de igualdad jurídica entre ambos sexos
no resultaba una idea nueva en Occidente. Los primeros pasos jurídicos hacia el re-
conocimiento de los derechos se originan en la Revolución Francesa. La Declara-
ción Universal de los Derechos de Hombre (1948) no olvida mencionar la igual-
dad entre mujeres y hombres. Al redactarse la mayoría de las constituciones euro-
peas, luego de la Segunda Guerra Mundial, se incorpora el principio de la igualdad
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entre sexos, en un lugar destacado de sus declaraciones. Por el contrario, la Consti-
tución de los Estados Unidos, recién en 1990 incorporó este principio (Sineau
1993).

Las luchas de los movimientos de mujeres a fines del siglo XIX se dividían en-
tre las reivindicaciones de quienes pertenecían a la clase media que buscaban un in-
greso propio por su trabajo y sostenían que empleo y maternidad no podían coe-
xistir, y las reivindicaciones de las mujeres de la clase baja que por necesidad eco-
nómica, estaban obligadas a combinar ambos elementos. El centro de atención del
denominado ‘feminismo maternalista’ fueron las mujeres pobres, las madres solte-
ras, las esposas de clase obrera -tanto empleadas como no empleadas-, las trabaja-
doras fabriles, las viudas y las esposas abandonadas. Incluían la reivindicación de la
maternidad en sí misma, con independencia del status ocupacional o matrimonial
de la mujer, o de su situación socioeconómica. La maternidad era, para esta varian-
te del feminismo, la condición unificadora del sexo femenino; al reivindicar los de-
rechos de las madres pobres, lo hacían con los de todas las madres.

En otras palabras, el objetivo era el reconocimiento de la maternidad como
una ‘función social’ (y no puramente individual o familiar) y, por lo tanto, suscep-
tible de remuneración8. En este contexto, el movimiento de mujeres luchó por lo-
grar arreglos institucionales que no solo reconocieran necesidades y derechos con
relación a los ‘riesgos’ a los que se exponían las trabajadoras, sino también respecto
de las madres, con o sin salario. Iniciaron de este modo, una importante legislación
social que, en líneas generales, derivó en reformas realizadas más como una ‘protec-
ción’ (sentido paternalista) que en dirección a la dotación de derechos de ciudada-
nía. No existió un reconocimiento general y sistemático de la condición económica,
social y política de la maternidad, sino que se lo sustituyó por una legislación par-
cial para grupos ‘con problemas especiales’ y se la incorporó en contextos legislativos
aislados (Derecho Laboral, Derecho de Familia, seguro de salud). Las políticas más
‘institucionalizadas’ y visibles fueron los programas de asignaciones familiares9.

Así, en 1919, la Agencia Internacional del Trabajo (luego Organización Inter-
nacional del Trabajo -OIT-) aprobó la Convención de Washington que recomen-
daba un permiso por maternidad de seis semanas, antes y después del parto, para
todas las trabajadoras, y la garantía de un ingreso que sustituyera los salarios y ser-
vicios médicos gratuitos. Alemania se convirtió en el primer país que puso en prác-
tica la Convención de Washington. En un comienzo, Inglaterra otorgó una asigna-
ción familiar sólo a partir del segundo hijo y no se hacía efectiva en la madre, sino
en la cabeza de familia. Debido a la fuerte protesta de las mujeres, se logró que la
asignación se pagase a las madres.
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8 Kathe Schimacher, feminista y sindicalista alemana, lo expresaba claramente en 1905 “... no hay trabajo más
productivo que éste de la madre, que ella sola, crea el valor de todos los valores, llamado ser humano...” Ci-
tado por Bock (1993: 20).

9 El régimen de asignaciones familiares recién se hizo efectivo luego de la Segunda Guerra Mundial, y con fuer-
tes cambios respecto a las propuestas feministas.



Francia aparece como el país más avanzado en la materia. En 1913 existían le-
yes sobre prestaciones a familias necesitadas y subsidios familiares a cargo de las em-
presas por medio de fondos de compensación. Dada la alta tasa de participación fe-
menina en la fuerza de trabajo francesa, las asignaciones en general se pagaban di-
rectamente a las mujeres. Luego de la II Guerra Mundial, esta práctica fue incor-
porada por Suecia, Noruega y Gran Bretaña. En los años 50, la asignación por ma-
ternidad se extendió también a las mujeres de trabajadores autónomos, en particu-
lar para aquellos que se ocupaban de las tareas agrícolas. Posteriormente, el pago de
la asignación por maternidad fue asignado nuevamente a los hombres (Bock 1993).

El Estado de Bienestar no constituye claramente sólo un conjunto de servicios
y prestaciones, sino que además comprende un grupo de ideas con respecto a la so-
ciedad, la familia, la mujer, los niños/as, los ancianos/as. De acuerdo con numero-
sos estudios, diversas corrientes del feminismo fueron las principales promotoras de
las instituciones del Estado de Bienestar10. A medida que se desarrollaron los Esta-
dos de Bienestar modernos, el tratamiento de la mujer se adecuó al tipo de régimen
que éstos establecieron11. Así, en los regímenes de tipo ‘corporativo’ (Alemania,
Francia e Italia), la acción redistributiva se ejerce con mayor energía en los hogares
‘monoparentales’ 12, que en los hogares nucleares. Estos regímenes, influenciados
principalmente por la Iglesia, se encuentran fuertemente comprometidos en la pre-
servación de la familia nuclear y, por lo tanto, en desestimar la incorporación feme-
nina al mercado laboral. De esta manera, los seguros sociales cubren a las esposas
como ‘dependientes’ y los beneficios sociales estimulan la maternidad en familia; al
mismo tiempo, la preocupación por la familia estimula la protección con buenas
prestaciones a las familias ‘monoparentales’, por medio de programas especiales. 

En regímenes de tipo ‘liberal’ (Estados Unidos y Canadá), donde prevalecen
beneficios relacionados a tests de recursos (means-test), las familias ‘monoparentales’
deben calificar como ‘pobres’ para recibir prestaciones que por definición son infe-
riores a las de las familias nucleares. Por el contrario, en los Estados de Bienestar de
tipo ‘socialdemócrata’ (Suecia y Noruega), la ‘monopaternidad’ está protegida con-
tra el ‘riesgo’ de la pobreza como parte del sistema integral de protección, debido a
que prevalece el principio universal de las prestaciones y la acción redistributiva de
las transferencias.

En términos generales, se observa cierta ambigüedad en el tratamiento de las
mujeres en los distintos regímenes del Estado de Bienestar. Por un lado, aparecen
como sus principales beneficiarias o ‘clientas’, y por otro, las prestaciones están con-
dicionadas a la verificación de ciertas situaciones: características del grupo familiar,
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12 N. de la E.: familias que cuentan solo con el padre o la madre como jefes de familia.



estilo de vida, nivel de pobreza. Esquemáticamente, Suecia promueve un cierto ‘fe-
minismo de Estado’, mientras que los Estados Unidos muestran una mayor ‘femi-
nización de la pobreza’ y los regímenes corporativos se ubicarían en una posición
intermedia.

A partir de fines de la década del 50, los distintos regímenes de Estados de
Bienestar provocaron una transformación en el universo familiar y en las condicio-
nes de realización del trabajo doméstico. El fenómeno del ingreso del equipamien-
to doméstico al hogar, simplificó los quehaceres y a la vez empujó a la mujer a sa-
lir del hogar. Se facilitaron las tareas de socialización primaria de los menores, de
cuidado y atención de niños/as y enfermos/as, que años atrás era de competencia
exclusiva del sexo femenino y retenía a las madres en el hogar. Este cambio permi-
tió a las mujeres mantenerse en el mercado de trabajo con mayor continuidad y a
la vez, se les abrieron nuevos empleos y carreras. Esta relación entre las tareas de re-
producción y el desarrollo del empleo femenino llevó a muchos a decir que las mu-
jeres se encontraban ‘casadas con el welfare state’ o que las “mujeres eran el welfare,
como proveedoras de servicios y como beneficiarias de las ayudas sociales” (Lefau-
cheur 1993).

Más allá del exceso que pueda significar esta idea del matrimonio de las mu-
jeres con el Estado de Bienestar, ellas lograron alcanzar mayor autonomía en rela-
ción con el vínculo conyugal y familiar. Ahora bien, por una parte, los servicios so-
ciales fueron beneficiosos para el logro de una mayor emancipación de las mujeres,
pero al mismo tiempo se les imponían estereotipos de conducta: ‘el Estado otorga
pero también controla’. Es decir, el Estado de Bienestar provee asistencia a las mu-
jeres al precio de consolidar su dependencia.

Desde mediados de la década de los 60, la evolución demográfica, tecnológi-
ca y económica quebró los fundamentos tradicionales de la institución familiar y
de las relaciones sexuales, se dio lugar así a un nuevo régimen de reproducción de
las poblaciones y de su fuerza de trabajo. Este nuevo régimen se caracterizó por el
dominio femenino de la fecundidad y por la mejora de la protección médico-social
de la maternidad. Un primer indicador en los países desarrollados, es el descenso a
fines de la década del 60, de la tasa de natalidad, se colocó a la gran mayoría de los
países por debajo del nivel de sustitución de sus poblaciones.

Se pasó así de un antiguo régimen ‘monoparental’, a un nuevo régimen en el
cual el divorcio o la separación voluntaria constituyen la razón de la presencia de
hijos/as que viven con uno solo de sus padres. Este aumento de las personas que vi-
ven solas se debe principalmente, a la ruptura generalizada de la cohabitación en-
tre las generaciones adultas, al crecimiento general de la esperanza de vida y a la ma-
yor longevidad de las mujeres (las mujeres ancianas constituyen la fracción más im-
portante de quienes viven solas). Asimismo, a partir de los 80, adquiere una gran
importancia la relación conyugal sin cohabitación, se incrementa también la tasa de
participación de mujeres profesionales, y de aquellas que tienen al menos un hijo/a
menor de cuatro años y que trabajan a tiempo completo.
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Finalmente, en referencia a los derechos contemporáneos de ciudadanía, el
caso de la mujer es un ejemplo de la persistencia de la siguiente paradoja: igual-
dad en el estatus jurídico y desigualdad de clase social. De alguna manera, y reto-
mando las palabras de Marshall, la historia moderna muestra “que la ciudadanía
se ha convertido, en ciertos aspectos, en el arquitecto de la desigualdad social le-
gitimada” (Marshall 1996). Es decir que la generalización misma del Estado de
Bienestar ha facilitado específicamente en el plano político, la recreación espontá-
nea de la vieja división entre lo masculino-político y lo femenino-social, y ha de-
sencadenado una división horizontal de los roles. A los hombres les corresponden
asuntos como las relaciones exteriores y la defensa; a las mujeres, en cambio, todo
lo relacionado con lo social y lo cultural. Esta división de tareas, muy visible en el
escalón gubernamental, también se manifiesta en la mayoría de las esferas de po-
der social.

En América Latina en general - según el caso peculiar de cada uno de los paí-
ses en términos de las distintas fases de desarrollo de los sistemas de seguridad so-
cial- se nota una visión ‘paternalista’ con respecto a las mujeres que se hallaban pro-
tegidas por el vínculo matrimonial si estaban a ‘cargo de un hombre’ o si enviuda-
ban. Para las demás mujeres (solteras, solteras con hijos/as, unidas), y en tanto no
hubiesen ingresado al mercado de trabajo, la tendencia predominante consistió en
la falta de prestaciones. La causa principal fue la falta de incentivos a la mujer para
ingresar al mercado de trabajo. Esta situación se vio reforzada porque los sistemas
de educación y salud de tipo ‘universal’, fomentaban la ‘educación para el hogar’.
Asimismo la maternidad y los niños/as quedaban cubiertos por el sistema hospita-
lario de acceso gratuito. Los programas asistenciales eran un componente menor
del sistema y, en el caso de la mujer, se centraban principalmente en planes mater-
no-infantiles.

Las consecuencias de esta particular concepción de la situación de la mujer
son claras. En primer lugar, debido a que los principales seguros sociales (previsión,
obras sociales, asignaciones familiares) cubrían -con mayor o menor amplitud- a los
trabajadores (principalmente hombres), se produjo en los países latinoamericanos
una diferenciación de hecho y de derecho para con las mujeres.

La situación puede resumirse de la siguiente manera: por un lado, se otorga-
ban las mejores coberturas para mujeres casadas con maridos ‘protegidos por segu-
ros sociales’, o por mejores ingresos, y por el otro, se encontraban las mujeres casa-
das con ‘maridos desprotegidos’ y las mujeres ‘solas’. En este último caso, y dada la
falta de servicios sociales, como también la mayor inestabilidad del trabajo del
hombre ‘jefe de hogar’, se verificaba una mayor proporción de mujeres trabajado-
ras, principalmente como empleadas domésticas, trabajadoras rurales sin remune-
ración y posteriormente, trabajadoras del sector informal urbano, las cuales a pesar
de incorporarse al sector productivo, pero de forma ‘precarizada’, no gozaban tam-
poco de los beneficios de la seguridad social.
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En materia de regulación jurídica, los derechos de la mujer en América Lati-
na, se han normado en general, en cuatro ramas del Derecho: constitucional, civil
y de familia, laboral y penal, y últimamente los derechos reproductivos. En cada
una de las áreas, coexisten avances con respecto al efectivo reconocimiento de la
igualdad entre hombres y mujeres, con disposiciones que lo restringen, en tanto
todos los países de la región aceptan el principio de la igualdad jurídica de varones
y mujeres13.

Avances importantes, como patria potestad compartida, divorcio, deberes y
derechos de los cónyuges, etc. se han producido en el Derecho de Familia. En el
Derecho Penal perduran numerosas restricciones y discriminaciones, y son pocos
los países que reconocen la violencia familiar como un delito diferente de las lesio-
nes, y prácticamente en ninguno de los países se reconoce al hostigamiento y aco-
so sexual como delitos. Los derechos reproductivos aún no cuentan con adecuado
sustento jurídico en la mayoría de los países, y han quedado relegados al ámbito de
las políticas de salud.

Por otra parte, la esfera ocupacional constituye uno de los campos donde más
se evidencia la ‘discriminación de la mujer en materia económica’. Desde esta ópti-
ca, interesa constatar la presencia de ‘oportunidades diferenciales por sexo’; esto es,
la existencia de condiciones y posibilidades de empleo desiguales, para grupos de
oferentes igualmente productivos, debido a la preeminencia de factores ajenos a los
económicos.

El problema económico central radica en que las mujeres y los hombres no se
han incorporado como ‘iguales’ en los procesos de producción y distribución de ri-
queza. Mujeres y hombres tienden a participar en distintos procesos y ‘subprocesos’
de trabajo, dentro y fuera del ámbito fabril, a desplazarse por distintos espacios fí-
sicos, a usar tecnología diferente, que requieren saberes y conocimientos también
signados como masculinos y femeninos. Esto es así, a pesar del aumento que se ve-
rifica en la participación económica femenina desde la década de los 80, los pues-
tos de trabajo se han concentrado en ocupaciones y actividades tradicionalmente
denominadas ‘femeninas’14.

Esta incorporación tiene un carácter ‘dual’: en el sector manual fundamental-
mente como empleadas domésticas y en un pequeño conjunto de ocupaciones del
sector no manual, principalmente como profesionales, administrativas y vendedo-
ras. Por otra parte, debe quedar claro que el crecimiento de la fuerza de trabajo fe-
menina en las dos últimas décadas en toda América Latina, no puede ser interpre-
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tado como un indicador de ‘liberación femenina’ o de mayor realización personal
de la mujer. Muy por el contrario, el incremento se produce por la necesidad de
otro ingreso familiar o claramente como una estrategia de supervivencia. Lo curio-
so es que son las mujeres ‘casadas’ las que han disparado la tasa de actividad feme-
nina y no las mujeres ‘jefas de hogar’.

Esta tendencia ascendente entre las mujeres se explica en parte, por los cam-
bios previsibles en los arreglos familiares y en la búsqueda de independencia econó-
mica, pero responde en mayor medida, al deterioro de las condiciones de trabajo
del ‘jefe de familia’, que obliga a salir al mercado a la fuerza de trabajo secundaria.
Más aún, la experiencia indica que en estos tiempos de ‘flexibilidad’ laboral, las mu-
jeres consiguen trabajo más fácilmente que los hombres en ciertas actividades, en
tanto están dispuestas a aceptar condiciones más precarias y con menor remunera-
ción. En ese sentido, la ‘feminización’ de la fuerza de trabajo, que se verifica en la
mayoría de los países latinoamericanos, puede ser otro aspecto de su ‘precarización’,
que demuestra cómo se han revertido las tendencias de inserción laboral, ya que no
solo se ha ‘femenizado’ la fuerza de trabajo sino que también se ha ‘masculinizado’
la desocupación y subocupación15. 

A su vez, en todas las categorías ocupacionales las mujeres perciben menores
ingresos que los hombres. Esas diferencias en las remuneraciones aumentan con la
edad y la calificación. Así, a comienzos de la década de los 90 el ingreso de las mu-
jeres alcanzaba, en promedio, solo las dos terceras partes del correspondiente a los
hombres, y a menos de las tres cuartas partes (72,5%) cuando se comparan asala-
riados (FLACSO 1995: 65). Las mayores brechas salariales entre ambos sexos se re-
gistran a partir de los 40 años, y las diferencias más pronunciadas se detectan en las
actividades por cuenta propia, en los sectores de servicios, comercio o industria y
con mayor calificación. 

En otras palabras, la antigüedad en la experiencia profesional tiene incidencia
en los hombres pero generalmente no es considerada en el caso de las mujeres. La
denominada ‘igualdad profesional’ (o de oficios) que figura en la legislación, no se
hace efectiva. Dentro del componente social, a los hombres se los exhorta a traba-
jar para atender a sus familias mientras que a las mujeres se las acusa de abandonar
a esa misma familia por un salario complementario. De esta manera, los hombres
‘entran en la carrera’, las mujeres por el contrario, ‘desertan del hogar’.

De aquí puede comprenderse la relevancia de esta discusión para el caso de
América Latina. No hay dudas de que en nuestra región uno de los elementos prin-
cipales que define la discriminación de género es el acceso a un determinado nivel
de ingresos; más aún, es común la situación de explotación de mujeres y niños que
desempeñan trabajo gratuito no sólo para ‘patrones/as’ sino también para otros
miembros del grupo familiar. Esta situación es más preocupante cuando aún persis-
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te una práctica común en los esquemas de seguro social de la región: las mujeres y
los niños son ‘dependientes’ del principal miembro del hogar que es el hombre y, por
lo tanto, es éste el que cobra el beneficio como supuesto mandatario de aquellos. Pe-
ro nada garantiza que ese ingreso llegue a ser usado en beneficio de sus titulares. A
ello debe agregarse el trabajo ‘socialmente útil’ que realizan las mujeres -amas de ca-
sa, cuidado de enfermos, etc.- y que no es remunerado en términos de mercado16.

El aporte del feminismo en la ‘rediscusión’ de la ciudadanía

Las décadas de los 70 y 80 no generaron mayores debates en relación con la ciuda-
danía, ya que de alguna manera “había pasado de moda para los intelectuales y pen-
sadores políticos” (Kymlicka y Norman 1994: 352). Recién en los 90 se generó una
nueva ‘explosión’ en la discusión del concepto de ciudadanía. Varios fueron los ‘dis-
paradores’ del debate actual. 

En primer lugar, el interés en generar una nueva discusión en torno al tema
de la ciudadanía se relaciona con una serie de eventos políticos, económicos y cul-
turales que se han producido en los últimos años y marcan un nuevo escenario, tan-
to en el ámbito internacional como nacional. Me refiero a fenómenos como la glo-
balización, el incremento de las relaciones transnacionales, el desempleo masivo, el
resurgimiento de movimientos nacionalistas en el este Europeo, el impacto cultu-
ral y social del incremento de población multiracial y multicultural en los países
centrales, la integración dentro de la Unión Europea, los movimientos feministas,
ecologistas, nuevos movimientos religiosos, minorías sexuales, etc.

En segundo lugar, el interés sin precedentes que ha despertado el tema de la
ciudadanía, tiene su origen principalmente en un problema práctico, insuficiente-
mente resuelto por el momento, por las democracias liberales. Como ya se explicó,
estas últimas han basado la pertenencia de los individuos a la comunidad política a
partir de un modelo de integración, y en muchos casos de acumulación, que deja-
ba en situación precaria el posible desarrollo de las diferencias en la comunidad, y
por consiguiente, el desarrollo del ‘pluralismo social’ y político de la sociedad civil
(Rosales y Carracedo 1996: 508)17.
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En consecuencia, para lograr una cierta gobernabilidad, resulta necesario
abordar un equilibrio entre las demandas que plantea el desarrollo de la ciudadanía
y el pluralismo, entendido éste último como diversidad organizada. Articular de-
mandas de grupos diferentes exige afrontar el problema de la diferencia o diversi-
dad como característica clave del orden político y exige un tratamiento que con-
temple la necesidad de ordenar la diferencia legitimadora. La continuidad norma-
tiva entre el desarrollo de la ciudadanía y la formación del pluralismo no es lineal,
ni siquiera históricamente. El pluralismo al igual que la ciudadanía, están en cons-
tante ‘redefinición’, en tanto en el caso del primero, lo que va a cambiar son las pau-
tas tradicionales de integración.

Uno de los conceptos que se elaboró a partir de estas nuevas premisas, es el de
‘ciudadanía diferenciada’. El planteamiento original proviene de la crítica del mo-
vimiento feminista18, que considera que el uso hasta ahora hegemónico de ciudada-
nía integrada atenta contra el genuino concepto de igualdad, ya que viene a negar
en la práctica, los derechos de las minorías sociales y étnicas, al forzarlas a una ho-
mogeneización bajo las pautas de la mayoría. Para esta corriente, tal proceso de ho-
mogeneización es injusto puesto que perpetúa la marginación sociocultural en be-
neficio de los grupos privilegiados de la mayoría. Por lo tanto, solo un concepto de
ciudadanía diferenciada permitirá a las minorías sociales o étnicas mantener su
identidad, tanto individual como colectiva, con la plena vigencia de sus valores y
rasgos culturales o religiosos, lo cual da lugar a su integración diferenciada en la or-
ganización estatal. Lo que el feminismo propone claramente es ‘afirmar’ más que
ignorar las diferencias entre grupos19.

La ciudadanía de la diferencia toma en consideración a las distintas minorías
sociales o culturales, permite así la integración diferenciada de tales minorías no so-
lo como individuos sino también como grupos específicos. En esta corriente se dis-
tinguen tres grupos:

- ‘grupos desfavorecidos’, que requieren derechos especiales de representación,
con alcance temporal, no permanente (en este grupo estarían los pobres, los
ancianos, los homosexuales);

- ‘grupos de inmigrantes y religiosos’, que demandan derechos multiculturales,
de modo permanente ya que al incorporarse a la organización estatal, están in-
teresados en reconocer su identidad. Lo que estos grupos demandan son de-
rechos multiculturales;

- ‘minorías nacionales’, que luchan por derechos de ‘autogobierno’ de modo
permanente. No requieren estar mejor representados políticamente, sino que
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buscan que se les transfiera el mayor grado posible de ‘autogobierno’ y la ju-
risdicción legislativa desde los órganos centrales hacia sus comunidades. Sería
el caso de los indígenas, de las distintas etnias del Este europeo, etc.

Si se considera a la ciudadanía diferenciada como la adopción de uno o más de es-
tos derechos de grupo (derechos de ‘autogobierno’, multiculturales, de representa-
ción) entonces la mayoría de las democracias modernas reconocen en algún grado
a este tipo de ciudadanía. Por lo tanto, una ciudadanía diferenciada así entendida,
no es esencialmente problemática. El problema se presenta porque los defensores
de esta corriente reclaman la efectiva realización de estos derechos.

Complementariamente, el feminismo busca también una nueva definición
de la ciudadanía a partir de conceptos no sexistas y con la incorporación de la ca-
tegoría género en el debate del Estado; propugna el derecho a la diferencia. Entre
los nuevos derechos ciudadanos que reclama el movimiento feminista se encuen-
tran los derechos reproductivos, considerados como la base misma de la posibili-
dad de participación efectiva de las mujeres, tanto en la sociedad civil como en la
vida política.

Además de las citadas, existen numerosas corrientes que completan la idea de
la diferencia, como la ‘ciudadanía compleja’ (Rosales y Carracedo 1996), la ‘ciuda-
danía multicultural’ (Turner y Hamilton 1994; Kymlicka 1996), una ciudadanía de
tipo ‘ecológico’, entendida como el derecho al uso adecuado de la biosfera, entre
otras.

Para el caso latinoamericano específicamente, el desarrollo histórico de la ciu-
dadanía se caracterizó por el debate en términos de ‘inclusión-exclusión’. Esta situa-
ción se produjo en tanto la mayoría de los ordenamientos legales de los países de la
región incluyen amplios catálogos normativos de derechos de la ciudadanía (dere-
chos a la libertad personal, garantías de Habeas Corpus, ejercicio del sufragio, dere-
chos laborales, etc.) y en la práctica se produce una exclusión de facto de grandes
grupos poblaciones que no pueden acceder al ejercicio de los derechos ciudadanos
(represión política, desempleo, etc.). Como consecuencia, se define a este fenóme-
no como ‘ciudadanía incompleta’, ‘ciudadanía invertida’ o también de ‘ciudadanía
negativa’ o ‘ciudadanía de baja intensidad’20.

Otra de las definiciones que se han elaborado, tomando como ejemplo el ca-
so de Brasil, pero aplicable a toda la región, es aquella que se denomina ‘ciudada-
nía de geometría variable’ (Marques Pereira 1996:83). Según esta última definición,
la legitimidad del Estado latinoamericano reposa en la complementariedad y la in-
terpenetración entre instituciones sociales universales, propias de la esfera pública,
y el clientelismo, propio de la esfera privada. Se trata de Estados históricamente
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considerados intervencionistas, cuya autoridad no está totalmente consolidada, y
donde el derecho que el Estado produce no es universalmente aplicable, o lo que es
lo mismo, es fácilmente maleable.

De este modo, instituciones sociales y ‘clientelismo’ configuran así un doble
sistema de normas que coexisten pese a su diferente racionalidad. La consecuencia
es un proceso de integración y exclusión a la vez; es decir que aquello que el dere-
cho excluye es reintegrado por las normas paralelas. Ello no significa una dinámica
de comportamientos estanco de una sociedad dual, con dos sectores sociales dife-
renciados, sino de una sociedad con dos lógicas de integración diferentes.

A su vez, fueron las mujeres quienes encararon en América Latina los proce-
sos de reclamo y lucha ante la violación de Derechos Humanos durante las dicta-
duras de las décadas de los 70-80. Desde sus inicios hubo mujeres al frente de los
movimientos de Derechos Humanos, y el compromiso de la mayoría de ellas no es-
taba dado por cuestiones ideológicas sino como consecuencia de hallarse directa-
mente afectadas por la desaparición de algún familiar directo. Poco a poco, esta de-
manda privada -la búsqueda de un hijo/a- se convirtió en demanda pública y polí-
tica de ejercicio democrático, con lo que se dota de una nueva definición al contex-
to de acción pública de las mujeres21.

En síntesis, todas las corrientes analizadas reflejan la idea de la ciudadanía co-
mo un ‘concepto dinámico’, ‘conflictivo’, en permanente ‘ajuste’, en tanto cambian
las ‘demandas sociales’. Es decir, la ciudadanía se encuentra en proceso de revisión,
al igual que el Estado -referencia básica de la ciudadanía-. Por parte del Estado, la
ciudadanía implica, el reconocimiento de los individuos como portadores de dere-
chos privados y de derechos públicos. El punto central es que la ciudadanía no se
reduce solamente al reconocimiento de los derechos, sino tiene que ver con la ma-
terialización práctica de tales derechos, con el desarrollo efectivo de las ‘oportuni-
dades de vida’ que ellos tienen normativamente.

La relación de derecho tiene por lo tanto consecuencias prácticas que permi-
ten evaluar, contrastar o incluso invalidar los presupuestos normativos de partida.
Por lo tanto, la relación entre Estado y ciudadanos/as implica aceptar obligaciones
y límites mutuos. Se configura entonces, una relación bilateral, mantenida sobre
una asimetría legítima. Esto es, al ser el Estado democrático un Estado de Derecho,
lo público es resultado de una imbricación entre Estado y sociedad, aunque no de
una fusión o asimilación de la sociedad en el Estado, como la operada en un orden
despótico o en un orden totalitario.

El concepto de ciudadanía no incluye una separación absoluta entre lo públi-
co y lo privado, en realidad existe una continuidad desde la esfera privada (derechos
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civiles) hacia la esfera pública (derechos políticos y sociales). El análisis aquí reali-
zado da cuenta de cómo el ámbito público de la ciudadanía moderna se construyó
de forma universal y racionalista, lo cual impidió el reconocimiento de la división
y de los antagonismos. De esta forma se relegaron al ámbito privado las particula-
ridades y las diferencias (Mouffe 1999:119). Así, la división público-privado actuó
históricamente como un eficaz principio de exclusión, que impactó claramente so-
bre las mujeres, en tanto quedaron relegadas al ámbito doméstico-privado. De allí
la importancia de entablar nuevas discusiones en torno a la ciudadanía desde las
mujeres.

Acerca de la relevancia política del concepto de género

Ahora bien, ‘¿cómo se asegura la igualdad de oportunidades para las mujeres en el
marco de procesos de ajuste y reformas estructurales como las que están sucedien-
do en América Latina? ¿Cómo combinar las reivindicaciones específicas de género
y de ciudadanía diferenciada en contextos de desigualdad y exclusión social?’.

Precisamente, al tratarse de procesos de transformación económico-social, lo
deseable sería no ‘asimilar’ con ello a mujeres y hombres sino, por el contrario, en-
fatizar los problemas derivados de las diferentes oportunidades que las personas tie-
nen para integrarse como miembros plenos de la sociedad. El punto central radica
no solo en ampliar las garantías constitucionales y la incorporación de tratados in-
ternacionales -muy necesarios por cierto- sino también en asegurar el goce efectivo
de los derechos como ciudadanas, con que cuentan las mujeres.

En relación con la problemática de la mujer en general, existe un uso impre-
ciso y muchas veces una confusión, entre los conceptos de ‘sexo’ y de ‘género’. El
concepto de ‘sexo’ remite a las diferencias anatómicas y fisiológicas entre el hombre
y la mujer (macho y hembra en la especie humana), mientras que ‘género’ se refie-
re a la construcción social desigual basada en la existencia de jerarquías entre am-
bos sexos y a las consiguientes relaciones asimétricas de poder que se generan a par-
tir de allí. Esta última diferenciación no es sólo conceptual sino que tiene efectos
políticos, sociales y culturales. Es decir, el género hace referencia a todos aquellos
atributos y roles sociales cambiantes (el sexo, por el contrario, es estático) que una
sociedad le asigna a lo ‘femenino’ y a lo ‘masculino’. La perspectiva de género bus-
ca separar la idea de ‘mujer’ o de ‘hombre’ para evidenciar las múltiples posiciones
que los sujetos sociales pueden ocupar (Pautassi 2000).

Por ello, no se puede circunscribir el análisis del impacto de un proceso de ta-
maña magnitud como los que están sucediendo en América Latina sin tener en
cuenta las situaciones de dependencia, subordinación e injusticia que se verifican
como resultado del modo en que está organizada actualmente la sociedad. Estas si-
tuaciones no solo afectan a las mujeres, sino también a grandes grupos de población
que son considerados como pobres, a los ancianos/as, niños/as, discapacitados, etc.
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Si algo caracteriza al tratamiento de la problemática de la mujer en estos tiem-
pos es por una parte, la ausencia de consideración del tema o por el contrario, su
utilización con fines políticos. Es decir que, en cierta medida, se potencian los fac-
tores que producen situaciones de discriminación y la reproducen, y se declama que
es una situación de corto plazo, que sólo afecta a una minoría dentro del colectivo
femenino, y que puede resolverse con buenas técnicas de administración y con el
‘esfuerzo’ de las interesadas. Así, las mujeres terminan siendo el objeto o específica-
mente, la razón de ser de muchos programas sociales, que no están precisamente
preocupados en lograr una mayor autonomía de las mujeres frente a las situaciones
de discriminación sino por el contrario, al tratarse de su ‘población-objetivo’, se
busca que dicha situación persista, en tanto justifica la cantidad de recursos técni-
cos y económicos que se destinan a tal fin.

Esta visión busca concentrar la atención en la descripción minuciosa de las ca-
racterísticas del colectivo femenino, y particularmente de las mujeres pobres quie-
nes, al igual que todos los pobres, conforman una ‘especie’ diferente con respecto
al resto de la ciudadanía22. ¿Cuántas mujeres hay? ¿Cómo es su situación laboral y
familiar? ¿Cómo viven? ¿Por qué no pueden disfrutar de los beneficios de la vida en
sociedad? ¿Existe discriminación real o es solo una ‘victimización’?

La ausencia del abordaje de las políticas públicas desde una perspectiva de gé-
nero explica el fracaso e ineficacia de las actuales estrategias políticas que sólo se preo-
cupan por perfeccionar los métodos para detectar y clasificar las carencias de las mu-
jeres, sus dificultades de inserción, y no se parte precisamente del presupuesto de la
existencia de una estructura de poder diferenciada que genere relaciones asimétricas.

Nuevamente pretendo resaltar que las políticas y programas que hoy se pre-
sentan como de ‘promoción’ de la mujer no sólo que no ‘promocionan’ mejores
oportunidades, sino que consolidan perversamente la situación discriminatoria
preexistente y reducen aún más, las posibilidades de su desarrollo autónomo. En
realidad, se trata de políticas ‘contra’ la discriminación femenina, que en forma si-
milar a las políticas de lucha ‘contra’ la pobreza, no buscan la superación del pro-
blema y la efectiva inserción de la mujer -o de los pobres- en iguales condiciones,
sino que limitan el problema a un espacio social determinado y codificado, de ma-
nera que se amplíen los márgenes de tolerancia y se evita así la alteración del nor-
mal funcionamiento de la sociedad.

Igualdad de derechos y desigualdad de oportunidades

A lo largo del análisis aquí desarrollado se pudo comprobar que la conquista de los
derechos de ciudadanía para las mujeres, entendida como su alcance efectivo, no
solo que no está asegurada sino que presenta serias limitaciones.
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En primer lugar, las premisas que sustentaron la construcción de particulares
tipos de Estados de Bienestar en América Latina, ya no son válidas. No solo porque
el modelo de desarrollo económico que las sustentaba no tiene vigencia, sino por-
que los patrones de producción y comercialización han cambiado, ha crecido el sec-
tor servicios, como también las esferas de informalidad y el propio rol del Estado.
Los arreglos familiares y sociales también han variado: la familia tradicional, basada
en los ingresos de un jefe de familia varón, ya no es la regla. Las modalidades de vi-
da están cambiando y diversificándose y la presencia de movimientos sociales como
el feminismo o el ecologismo, han puesto en discusión este modelo de interrelación
social.

A ello debe agregarse el dramático crecimiento de las desigualdades entre los
diversos niveles de ingresos y la exclusión del empleo asalariado. La lucha contra el
desempleo ha pasado a constituirse en uno de los objetivos centrales de este arreglo
institucional. Es decir que la proporción de personas empleadas ha crecido por ci-
clos, casi en la misma proporción de crecimiento que presenta la gente desemplea-
da. Incluso más, el nuevo escenario posreforma muestra a las sociedades latinoame-
ricanas en las cuales:

- Aumenta sostenidamente la participación económica femenina;
- el desempleo tiene características estructurales;
- la relación laboral se ha ‘precarizado’ y es cada vez más inestable, al igual que

la protección social;
- avanzan los arreglos familiares diferentes al hogar nuclear y cambian también

los patrones reproductivos.

Lo señalado hasta aquí da cuenta de la persistencia de las situaciones de discrimi-
nación en el acceso al mercado de trabajo para las mujeres. Quedan muchas otras
situaciones de discriminación que, por razones de espacio, no ha sido posible seña-
lar. Allí radica la necesidad e importancia de considerar la variable género en el aná-
lisis de los procesos sociales. Todos estos factores, sumados a una fuerte voluntad
política, han conducido a la revisión del modelo de sistema de seguridad social.
Queda la pregunta, ¿bajo qué valores se realizaron las reformas y cuál es la discu-
sión de la ciudadanía en el nuevo modelo de Estado latinoamericano?

En consecuencia, ante este escenario de tipo excluyente resulta indispensable
entablar nuevas discusiones en torno al alcance efectivo de los derechos sociales pa-
ra los ciudadanos en general, y para las mujeres en particular. En otros términos,
cualquier proceso de reforma de instituciones sociales, y con mayor razón si se tra-
ta de la nueva definición del Estado, debe hacerse en el marco de un debate públi-
co y participativo de todos los ciudadanos/as, para que puedan expresar sus deman-
das en torno a las políticas e instituciones reformadas.

Otra vez, las demandas y necesidades diferenciales de las mujeres deben ser
consideradas en todo su alcance, ya que no solo importa su calidad de miembros
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de la sociedad, sino cómo disfrutan de tal derecho. Por ello, la participación so-
cial es una forma indispensable en el ejercicio de la ciudadanía, constituye un bien
en sí misma, no depende de si se la ejercita o no. Se trata de lograr medidas y ac-
ciones de gobierno que promuevan efectivamente la autonomía y las capacidades
personales como también de fortalecer el ejercicio de las libertades personales y
democráticas.

Lo anterior tiene consecuencias claras para la situación de la mujer en Améri-
ca Latina. Quiero decir que la cuestión central ya no gira en torno a si las mujeres
utilizan activamente al Estado para promover asuntos concernientes a sus reclamos,
sino si este sector de la sociedad puede valerse todavía del Estado para defender los
logros alcanzados tan imperfectamente. La necesidad de defender las conquistas ad-
quiridas ante una embestida ‘neoconservadora’, debería generar una urgencia sin
precedentes en las demandas políticas, tanto de los grupos ‘deslegitimados’ -en es-
te caso las mujeres-, como también por parte de los representantes políticos y so-
ciales. Salvo acciones aisladas y puntuales, no se han emprendido mayores acciones
reivindicativas.

No desconozco en absoluto las importantes reformas institucionales efectua-
das durante el proceso de consolidación democrática en varios países latinoameri-
canos. Me refiero concretamente a la creación de agencias especializadas en temas
específicos de género, compromisos estatales con planes de igualdad de oportuni-
dades y una fuerte interrelación entre Estado y organizaciones civiles. En todas ellas
la presencia del movimiento de mujeres fue clave para las innovaciones institucio-
nales que se han realizado. El impacto en cada uno de los países latinoamericanos
fue diferenciado, algunos con mayores logros que otros, pero en todo caso lo im-
portante es el cambio en las formas de participación en la esfera pública.

No obstante, voy a resaltar una vez más, la necesidad y la urgencia de entablar
nuevas discusiones sobre los conceptos básicos como los de ciudadanía y género,
para no dejar que suceda -lo que de hecho está sucediendo- que el género sea selec-
tivamente apropiado por los organismos internacionales y por algunas burocracias
nacionales, al punto que ya la categoría género no se asocie con las reivindicaciones
feministas, o que sea ‘despolitizado’ o tergiversado en su contenido.

Me refiero concretamente a que al desmantelarse en la mayoría de los países,
aquellos componentes de tipo universalista de las políticas sociales, se los reempla-
zó por componentes de tipo residual o liberal, con lo cual la mujer (al igual que los
hombres) ya no tiene acceso ‘indiferenciado’ a instituciones como la salud y la edu-
cación públicas, sino que tiene que empezar a calificar como destinataria de una
asistencia basada en su ‘insuficiencia de medios’.

En consecuencia, se diseñan ‘programas para mujeres’ o se incorpora a las mu-
jeres en otro tipo de programas sociales vigentes, con una fuerte estrategia publici-
taria de ‘incremento de participación femenina’. Por cierto, resulta poco estimulan-
te para las mujeres que el aumento de su participación se dé a partir del trabajo do-
méstico o del crecimiento del sector informal. Después de todo, si la tendencia a la
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mejora de las mujeres es tan evidente, ¿por qué se diseñan tantos programas espe-
ciales para ellas? La realidad es otra: las mujeres siguen siendo fuerza de trabajo ba-
rata, cuyos derechos son fáciles de postergar.

Queda claro que bajo ningún aspecto resulta razonable circunscribir el análi-
sis de las políticas que afectan a las mujeres sólo a aquellos programas asistenciales
que buscan hacer blanco en un determinado grupo de personas definidas como en
‘situación de riesgo’. Más que por estos programas, la discriminación de la mujer se
ve afectada por el tipo de régimen de Estado de Bienestar que prima en una socie-
dad y que define la forma en que las personas son admitidas o expulsadas del con-
junto de las instituciones sociales.

Aún reconociendo las potencialidades de las mujeres, especialmente las de sec-
tores populares, y sin desechar los efectos positivos de la solidaridad moral, en este
trabajo sostengo que por estos caminos, no se resolverá el problema. Pese a sus es-
fuerzos individuales y a la proliferación de almas caritativas, las mujeres, los pobres,
los discapacitados, seguirán inhabilitados para superar su situación si no se constru-
yen instituciones que garanticen su inserción y su participación de forma perma-
nente en los beneficios de la organización social. La discriminación por género, en
realidad, es una de las tantas expresiones de un problema más complejo: los modos
de inserción social de las personas y las formas en que se mantiene la cohesión en
sociedades profundamente desiguales.

Las evidencias son contundentes. La discriminación por género es menor allí
donde el sistema de políticas públicas está organizado sobre la base de instituciones
de acceso más universal y donde, en general, puede verificarse una fuerte relación
entre participación de la mujer en el mercado de trabajo y crecimiento de la fecun-
didad, en tanto se disponga de servicios sociales y de una legislación laboral gene-
rosa, vinculada a las licencias por maternidad, como en el caso de los países escan-
dinavos. Por lo tanto, el problema no es meramente de asignación de recursos ha-
cia programas asistenciales sino del modo de funcionamiento del régimen del Esta-
do de Bienestar y el fortalecimiento de las capacidades de las personas y su autono-
mía. Cuando se atiende a los objetivos de las políticas y programas sociales, los va-
lores fundamentales que deberían adoptarse como parámetros de evaluación se re-
fieren a la promoción de la igualdad, la equidad en el tratamiento de las caracterís-
ticas personales y la racionalidad económica.

Los individuos pueden desarrollar sus capacidades en sociedad sólo cuando
tienen aseguradas ciertas condiciones básicas de existencia autónoma y no cuando
dependen de la voluntad asistencial o de algún programa de ‘promoción social’. Es
evidente que ya no se busca garantizar sus derechos como ciudadanas, sino que se
implementa un ‘programa para’. De esta manera se desdibuja el contenido de los
derechos sociales. Esta calidad de ‘beneficiaria’ y no de ciudadana, va a establecer
una nueva definición política y cultural de los papeles productivos y reproductivos
de la mujer.

Así, los programas de empleo, capacitación para primer empleo, etc. colocan
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a la mujer como ‘dependiente’ de un subsidio del gobierno. Todo esto se realiza en
nombre de la ‘independencia’ y ‘mayor autonomía de la mujer’, aunque en los he-
chos se la oriente hacia una inserción en el mercado de trabajo como ‘microempre-
saria’ o en el sector servicios. De esta forma, se adhiere a las mujeres a la igualdad,
se incorporan derechos constitucionales y pactos contra la discriminación, pero en
los hechos, las oportunidades se distribuyen de forma no equitativa y de acuerdo a
diferencias que se basan en el sexo, la raza o el ingreso.

La pregunta central entonces, radica en cómo deben garantizarse esas condicio-
nes básicas de existencia autónoma. En primer lugar, considero que no hay forma de
luchar efectivamente contra la discriminación si no se construyen redes de seguridad
social universales que tengan sus impactos más potentes sobre los grupos sociales me-
nos autónomos. Entre otras cosas, esto se lograría incluyendo a las mujeres en arre-
glos institucionales que den cuenta de los problemas de inseguridad social y precarie-
dad laboral que afectan a la mayor parte de la población. La salida no está en accio-
nes aisladas que busquen alivios transitorios de daños que son irreparables, sino en
políticas estables que generen las condiciones necesarias para que las personas no tran-
siten trayectorias que las lleven a la marginación y exclusión. Estas redes deberían fun-
cionar de forma permanente y garantizarse desde el nacimiento de cada ciudadano/a.

Lo anterior adquiere mayor relevancia al considerar (además de las fuentes de
discriminación del Derecho, incluido el Derecho Social), aquellas que se generan
por las distintas oportunidades de obtener un ingreso. El comportamiento del mer-
cado de trabajo es una puerta de entrada ineludible para este problema, en donde
el tratamiento de la mujer se mueve entre normas ‘protectoras’ (principalmente pa-
ra proteger la maternidad), la inhibición de la discriminación por razón de sexo, y
normas de aplicación general. A esto debe sumarse el trabajo no remunerado que,
sin dudas, es el que ocupa la mayor parte del tiempo productivo de las mujeres.

La seguridad social y la equidad, en tanto objetivos rectores en materia de po-
lítica social, implican necesariamente un conjunto de políticas y acciones integra-
das de carácter preventivo, que no reaccionen simplemente frente a situaciones ex-
traordinarias de emergencia, y especialmente, que no representen paliativos de la
marginación y de las desigualdades provocadas por una política económica que im-
pacta sobre la población. Por ello, resulta fundamental la participación ciudadana
por medio de los canales institucionales establecidos, para garantizar políticas e ins-
tituciones acordes con las necesidades de la población. En otros términos, se debe
evitar que se sigan aplicando políticas de refuerzo de mecanismos que consideren al
trabajo femenino como estrategia de supervivencia, sino que se lo promueva como
fuente de desarrollo de capacidades y de participación ciudadana.

Las amplias y variadas expresiones de precariedad laboral y exclusión social que
se verifican en América Latina, alertan sobre las tendencias de los ciudadanos/as ha-
cia una mayor incertidumbre con respecto a sus ‘oportunidades de vida’, como tam-
bién a un alto riesgo de verse involucrados/as en trayectorias que deriven en una si-
tuación de pobreza y marginalidad social. Esta situación es el resultado de muchos
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factores, pero especialmente se puede señalar que la inseguridad de las personas de-
viene de la pérdida de la red de seguridad laboral que tradicionalmente sostenía los
derechos económicos y sociales.

Una vez definida la escasa realización de los derechos sociales como ‘proble-
ma’, resulta más fácil encontrar cursos de acción. Es decir, que no se debe confun-
dir la falta de aplicación o ausencia de vías de implementación con el problema mis-
mo, ya que de este modo, no se construye ninguna definición y mucho menos una
solución. Se pasa a construir un falso problema. Esta falta de claridad en el concep-
to de los problemas es lo que ha generado innumerables círculos viciosos que im-
piden articular políticas integrales de seguridad social y volver efectivos los derechos
sociales. Se trata, entonces, de abrir nuevos espacios que amplíen los márgenes de
actuación de las políticas públicas, y que a su vez, impliquen cambios graduales en
la nueva estructura del Estado posreforma, pero que establezcan una clara reversión
de las tendencias, en dirección a la consideración de las diferencias de género y am-
pliar las oportunidades de vida de las mujeres.
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